

AUTO NÚMERO: 565

Córdoba,         14      de  noviembre de dos mil catorce.

Y VISTOS:

Estos autos “ESCOBAR VALVERDE, CARLOS MARIANO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - ILEGITIMIDAD” (Expte. N° 1467374, iniciado con fecha 26/08/13) en los que:


1) A fs. 77/80 la demandada, por apoderados, opone excepción de incompetencia en los términos del art. 24, inc. 1) y 6 del C.P.C.A. Piden que, oportunamente, se rechace la acción en todas sus partes, con costas. Transcriben el art. 82 de la Ley de Procedimiento Administrativo Nº 6658 y los arts. 1 y 6 del C.M.C.A.

Manifiestan que de la normativa citada se desprende que el debido agotamiento de la vía administra administrativa productora del acto que causa estado susceptible de revisión en sede Contencioso Administrativa, lo será en las condiciones, modo, formas o términos que la ley especial aplicable al caso señale o prescriba.


Que, en el particular, resulta claro que la accionante debió a los fines de arribar a esta instancia, obtener el acto administrativo que cause estado en razón de haber agotado a su respecto en legal forma la vía administrativa de conformidad a los términos, modos y condiciones establecidos por la ley que rige este tipo de cuestiones, y que es obligación del Poder Judicial respetar y hacer respetar.

Que es sabido que el agotamiento de la vía administrativa es un requisito impuesto como condición ineludible para poder acudir ante el Tribunal Contencioso Administrativo, lo que implica el cumplimiento de exigencias legales a fines de obtener la resolución definitiva que cause estado susceptible de impugnación jurisdiccional, lo que, definitivamente no ha ocurrido en el presente caso.

Indican que la decisión definitiva, conforme las pautas fijadas por la normativa especial aplicable al concurso es el Decreto Nº 1019/2011 y que la interposición de un recurso improcedente no interrumpe los términos para acudir a la justicia.


Que, en otras palabras, antes de iniciar las acciones procesales administrativas los interesados deben obligatoriamente cumplir ciertos recaudos procedimentales.


Citan jurisprudencia.

Sostienen, en definitiva, que conforme a lo expuesto no caben dudas que han interpuesto en tiempo y forma la excepción de que se trata, debiendo hacerse lugar a la misma y rechazar la demanda incoada, con costas.

Efectúan reserva del caso federal. 


2) Corrido traslado a la contraria y al Sr. Fiscal de Cámara, por su orden, a fs. 86/87 comparece el letrado del actor solicitando el rechazo de la excepción opuesta, con costas.

Expresa que el único argumento de la contraria destinado a mostrar que el Tribunal sería incompetente consiste en afirmar que el art. 82 de la Ley Nº 6.658 no establece ninguna distinción. Que según este entiende, esa norma impide impugnar una decisión que se ha limitado a resolver un recurso, sin distinguir quien lo interpuso.
Que se trata de una postura infundada.

Manifiesta, en primer término, que la contraria no presenta ningún argumento para sustentar la idea de que la norma no establece ninguna distinción. Que es un mero dogma y que, para peor, el Tribunal interviniente ha sostenido mediante Decreto de fecha 04/11/13 que no comparte esa postura.

Que a pesar de ello, la contraria no acerca ni una sola razón para cuestionar la postura del Tribunal y sólo se limita a insistir en ella.

En segundo término, indica que la postura de la demandada es no solo dogmática sino también equivocada. 
Que el art. 82 impide el recurso de recurso sólo cuando el acto recurrido ha resuelto un recurso deducido por la misma persona que lo interpuso en primera instancia. 
Que el actor no había tenido participación alguna antes. Que nunca pudo esgrimir argumento alguno y que resulta absurdo, entonces, que se rechace su recurso diciendo que el acto había resuelto otro recurso. Que el recurrente, además, no tenía más opción que recurrir.

Finalmente expresa que, en el peor de los casos, si alguna duda había debía resolverse a favor del administrado y a favor de la promoción de la presente acción.
Cita jurisprudencia.

Deja planteada la inconstitucionalidad para el supuesto de caso de resolución adversa y por efectuada la reserva del caso federal, art. 14, Ley 48. 


 3) A fs. 90/91 evacua el traslado que le fuera corrido el Sr. Fiscal de Cámara, quien desarrolla argumentos a favor de acoger la excepción interpuesta.

4) Dictado el decreto de autos (fs. 92) y una vez firme, queda el presente en estado de ser resuelto.

Y CONSIDERANDO:


1.- Que habiendo sido interpuesta en tiempo y forma la excepción de incompetencia articulada, corresponde entrar al análisis de fondo.

Que, en lo sustancial, el Sr. Fiscal expresa que “… la excepción de que se trata, se sustenta en la preexistencia de un acto administrativo firme y consentido: El Decreto 1019/11, que hace lugar al recurso de reconsideración interpuesto en contra del Decreto 1880/10 por la Sra. María Belén Sueldo, que dispuso la designación del actor en el cargo vacante de Jefe de Área Administración y Recursos Humanos de la Dirección de Jurisdicción de violencia Familiar del Ministerio de Justicia, por haber obtenido el primer lugar en el orden de mérito correspondiente al concurso de títulos, antecedentes y oposición convocado mediante Decreto Nº 888/2010.

Agrega que el recurso de reconsideración interpuesto por el actor en contra del Decreto 1019/11 es formalmente inadmisible, ya que el art. 82 de la LPA establece que no procederá la interposición del recurso de reconsideración en contra de un acto administrativo que se ha limitado a resolver un recurso. 
 Al evacuar el traslado de la excepción, la actora afirma que la norma citada impide el recurso de recurso sólo cuando el acto recurrido ha resuelto un recurso deducido por la misma persona que lo interpuso en primera instancia. Cita Jurisprudencia. Pide en consecuencia, el rechazo de la excepción deducida…” 

Considera que la excepción planteada es de recibo y da sus razones:

“…La decisión adoptada por el Tribunal de V.E. al tiempo de la habilitación de instancia (fs.59), en tanto no explica los motivos de su apartamiento respecto de la opinión expuesta por el suscripto en el dictamen precedente (fs. 58), es incontrolable. Pero por limitación legal, esta decisión tomada, es sin perjuicio de la excepción que puedan deducir las partes al ejercicio de la acción (Art. 11º, Ley 7182). Circunstancia que en todo caso autoriza la revisión de lo decidido a la luz del mayor debate que el procedimiento autoriza en el  caso.
 El Decreto 1019/11 del Sr. Gobernador (fs. 33/34) dejó expedita la instancia contencioso administrativa, conforme lo dispuesto por el art. 82 de la L.P.A., que como lo señala el suscripto en Dictamen 385 de fs. 58 de autos, no efectúa distinción de índole subjetiva cuando consigna que no procederá recurso de reconsideración en contra de un acto que se ha limitado a resolver un recurso. Notificado el actor de dicho acto el 16/01/12 (fs. 38), estaba en condiciones de entablar la demanda, dentro de los 30 días siguientes, conforme lo dispone el art. 8 C.P.C.A..

Consecuentemente, el “recurso de reconsideración” puesto el 16 de enero de 2012 (fs. 38/42); impugnando el Decreto n° 1019/11 D.E., resulta manifiestamente improcedente (art. 82 L.P.A.) y carece por ello, de efecto interruptivo de los “términos para plantear la acción contenciosoadministrativa” (art. 64 L.P.A.). Sin que pueda invocar el actor, distinciones carentes de toda base legal y justiciera, ni precedentes judiciales que, por resolver casos de la vida diversos lo exceptúen de las consecuencias legales que trae la errónea gestión de su derecho. Más aún, el precedente citado concluyó con el acogimiento por parte del Tribunal de V.E. de la excepción de previo y especial pronunciamiento interpuesta por el suscripto, por Auto Nro. 86/2013.

 Solo una interpretación burocrática  del derecho, puede llevar a prolongar el procedimiento administrativo más allá del ejercicio de la actividad de “administración control” en que concluye la “función administrativa”, ya ejercida en el caso, a raíz del recurso presentado por un tercero participante del procedimiento de selección de que se trata. 

En conclusión, contado el plazo que precisa el Art. 8°, Ley 7.182; desde la fecha cierta de conocimiento del Decreto n° 1019/11 D.E., la más favorable al administrado: La fecha de presentación del recurso de reconsideración de fs.38/42; hasta el cargo que luce en la demanda (fs. 9); es evidente, que la demanda resulta extemporánea por caducidad. Pues el acto administrativo que lo agravia, ha adquirido la calidad de “acto administrativo firme”, contraria a la calidad de “causar estado”, exigida por la ley de la materia para los actos cuya impugnación habilitan la competencia de V.E. (art. 1°. “a”, Ley 7.182; Fiorini, op. cit. p.263/264; Garrido Falla F.; op.cit.,p.66 y nota 31). …”

Por lo expuesto, compartiendo los términos del dictamen del Sr. Fiscal, corresponde hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada, debiendo imponerse las costas a la actora y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes hasta que exista base económica a tal efecto (art. 32, inc. 4, de la ley 9459).
Por ello, normas legales citadas, certificado obrante a fs. 96 y lo dispuesto por el art. 382 del C.P.C.C., aplicable por remisión del art. 13 del  C.M.C.A.,

SE RESUELVE: 


1.- Hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada. 


2.- Imponer las costas a la actora y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes hasta tanto exista base económica a tal efecto.  

Protocolícese, hágase saber y dése copia.
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